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SEN'I'ENCIA INTERI,OCUTORIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

,\SUNl'O

Recurso dc agravio constitucional interpuesto por don Alipio Amulfo Alzamora Ramos

co¡tra la resolución de fojas 51, de 8 de noviembre de 2017, expedida por la Sala Civil
de Íluancayo (Cofc Superior de Jüsticia de Junín), que declaró improcedente su

dcmanda de amparo.

FT-INDAMEN'I'OS

En la scntcncia e jtida en el Expcdjente 00987-2014 PA/TC, publicada en eldrarro

olictal El I'erudno el 29 de agosto de 2014, este Tribunal estableció, cn el

lundamenlo 49, con carácter dc precedente, que se expedirá sentencia interlocutoria
deneg¿loria, dictada sin más trámite, cuando se prcscnte alguno de los siguie¡tes

Liora. 22 de octubre cle 2018

c)

d)

que igualmente están contenidos en el alliculo 11 dcl Reglamcnto

o dcl Tribunal Constitucrcnal

'a¡czca de 1u¡damentaci ón la supuesta vulneración que se invoque
La cuestión de Derecho contenida en el recuNo no sea de especial

trascendcncia constihrcional.
La cuestión de Derecho i¡vocada co¡rtradiga un precedente del Tribunal
Constitucional.
Se haya decidido de manem desestimatoria en casos sustancialmente iguales-

llo cl preseDte caso, el recune¡te solicita la nulidad de la resolució¡ 10, de 2 de

agosto de 2012, cxpedida por la Primera Sala Mixta de Huancayo (fojas 2), que en

segundo grado o instancia declaró fundada en parte su demanda contencioso-

administrativa sobre otorgamiento de pcnsión de renta vitalicia por enfermedad

prolisional promovida contra la Oñcina de Normalización Previsional (Expediente

0615-2010).

3. Sosticne el recutrc¡tc que, tratándosc del amparo previsional, no existe plazo para

interponer la dcmanda debido a qul] el agravio es continuado; si¡1emba¡go esta Sala

Segunda del l'ribunal Constitucional considera que tal alegato rcsulta insubsistente,

toda vez que Ja agresión del dc¡ccho constitucional que habría padccido se

matc¡raliza co¡ la cxpedició¡ de una resolución judicial y no con uDa

adminisfativa. Sicndo así, estamos frente a un amparo contra resolucioncs
judiciales, cl cual tiene rcgias propias, como un plazo imperativo para su
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interposición. Precisamentc, por cllo no corresponde eúitir un pronu¡ciamiento de

fbndo, pues al no habe¡se adju¡tado el recuíentc copias de las cédulas de

¡otiñcación Do es posible deteminar si la demanda interpuesta el 2 de junio de

2016 (fojas 9) es extemporánca o no.

4. Al ¡cspccto, esta Sala del Tribünal Constitucional considcra oportuno prccisar quc

cn cl auto emitido en el Expediente 05590-2015-PA/TC sc indicó que "los
abogados liliganles se encuentran obligados, bajo sanción, a adjuntar la cédula de

notificación de la ¡esolución ñ¡mc quc pretenden impugnar; caso contrario, se

infcrirá que el amparo ha sido promovido fuera del plazo de los treinta dias hábiles
quc cl Código establece, y tendrá que ser desestimado".

5. En consecucncia, el presente recurso de agr¿vio ha incurrido en la causal de
.echazo prevista en el acápite b) del funda¡¡ento 49 de Ia sentencia emitida en el
Expediente 00987-2014-PA/TC y cn cl inciso b) del artícu1o 11 dcl Rcglamento
No¡mafivo dcl Trjbunal Constifucional. Por esta razón, corresponde declarar, sin
más trámite, improcedente el recurso de agravio constitucional.

Por estos l'undameotos, el Tribunal Constitucional, con la auto dad que ]c conñerc la
Constitución Política del Peru, y la participación del magistrado Espinosa-Saldaña
Barrera, convocado para dirimir la disco¡dia suscitada por el vofo singular del
magistrado Ferero Costa,

Adcmás. se inclu),e el t'Lrndamcnto de voto del ¡nagistrado Espinosa-Saldaña Barrera.

RESUELVE

Declarar IMI'ROCEDEN I'E el recurso de agravro constitucional, porquc la cucstión
de dereclro contcnida en el recurso carece de especiai trascendencia constitucional.

I\¡blíquesc y notifictuese

SS
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FUNDAMIiN'I'O DE VOTO DEI, MAGISTRADO ESPINOSA-SALDAÑA
BARRERA

Coincido con el sentido de 1o resuelto por mis colegas. Sil embargo, considero

necesario señalar lo siguiente:

1. Aqui ha quedado pienamente acreditado que el recurso de agravio constitucional no

encuentra respaldo en el conteüido constitucionalmente protegido de los derechos

invocados por la parte demandante. Siendo así, se veriñca que se ha incurrido en la
causal de rechazo prevista en el acápite b) del fundamento 49 de Ia sentencia emitida
en el Expediente 00987-2014-Pd/TC y en el inciso b) del artículo 11 del

Reglamento Nomativo del Tribunal Constitucional.

2. Ahora bien, encuentro que la redacción del proyecto no es lo suficientemente clara
para explicar las razones por las cuales aquí la cuestión de Derecho planteada carece

de especial trascendencia constitucional, confomle las pautas establecidas por este

Tribunal.

3- En efecto. tal como ha desa¡rollado este T bunal Constitucional en reite¡ada
jurisprudencia, al momento de emitir una sentencia interlocutoria, luego de hacer

mención a las causales de improcedencia lilinar recogidas en el l'undamento 49 de

"Vásquez Romero", corresponde refe¡irse en forma clara, ordenada y detallada a la
causal especifica en la cual habría i¡cu¡rido el recuno planteado, así como cumpiir
con explicar cuáles son los alcances de ia causal utilizada.

4. De estc modo, la exposición de las mzones por las cuales el recurso i11cu're en una

causal determinada no solo adquiere mayor claridad, sino también se le otorga un
adecuado orden lógico a los argumentos que l'undamcntan lo resuelto en el caso.

Dichas cualidades son las que se espe¡a que tenga una decisión lomada por este

Tribunal. en lanto se trata de un órgano jurisdicoional encargado de uDa labor tan
relevante como lo es la lulela de derechos fundamentales.

ESPINOSA-SALDAÑA BARRERA

w

S.
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3. En ese sentido, la Ley 23385, Ley Orgánica del T¡ibunal de Garantias
Constitucionales. vigente en ese momento, estableció, en sus afiículos 42 a]46, que
dicho órgano. al encont¡ar una rcsolución denegatoria que ha violado la ley o la ha
aplicado en lbrma erada o ha incurido en graves vicios procesales en la
tramitación y resolución de la demanda, procederá a casar la sentencia y, luego de
señalar la deficiencia, dcvolverá los actuados a la Corte Suprema de Justicia de la
República (reenvio) para que emita nuevo 1állo siguiendo sus lineamientos,
procedimicnto que, a todas luces, dilataba en exceso los procesos constituciolales
mencionados.

VOTO SINGUI,AR DEL MAGISTRADO FERRERO COSTA

Con la potestad que me otorga la Constitución, y con el mayor respeto por la ponencia
de mi colega magistrado, emito el preselte voto singular, para expresar respetuosamente
que disiento del precedente vinculante establecido en la Sentencia 00987-2014-PA/TC,
SIINTDNCIA INTERI-OCUTORIA DENEGATORIA, por los frürdamentos q¡¡e a

continuación expongo:

EXP. N." 00959-201 8-PA/TC
JUNÍN
ALIPIO ARNULFO ALZAMORA RAMOS

EL TRIBUNAL CONSTITUCIoNAL CoMo CORTI] Df, REVISIÓN o FALLo Y No DE

CASACIó\

La Constitución de 1979 creó el T¡ibunal de Garantías Constitucionales como
instancia de casaciór y la Constitución de 1993 convirtió al Tribunal Constitucional
e¡ instancia de fallo. La Constitución del 79, por primera vez en nuestra historia
constitucional, dispuso la creación de un órgano ad lroc, independiente del Poder
Judicial, con la tarea de garantizar la supromacía constitucional y la vigencia plena
de los derechos fundamentales.

2. La I-ey Fundamental de 1979 estableció que el Tribunal de Garantías
Conslitucionales era un órgano de control de la Constitución, que tenía jurisdicción
en todo el territorio nacional para conocer, eú \)ía de cdsdción, de los hubeas corpus
y amparos denegados por el Poder Judicial, lo que implicó que dicho Tribunal no
constituía una instaDcia habilitada para fállar en forma deñnitiva sobre la causa. Es
decir, no se pronunciaba sobre los hechos invocados como ainenaza o lesión a los
derechos reconocidos en la Constitución.

l,Yl

4. El modelo dc tutela ante amen¿¿as y vulneración de derechos fue scriamenre
modii-rcado en la Constitución de 1993. En primer lugar, se amplian los
mecanismos de tutela de dos a cuatro, a saber, habeas corpus, anparc, habeas data
y acción de cumplimiento. En segundo lugar, se crea al Tribunal Constitucional
como órgano de control de la constitucionalidad, aun cua¡do la Constitución Io
calilica enóneamente como "ó¡gano de conkol de la Constitución". No obstante, en
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materia de procesos constitucionales de la libe ad, la Constitución establece quc el
'l-ribunal Constitucional es instancia de revisión o 1állo.

5. Cabe señalar que la CoDstitución Política del Perú. en su artículo 202, inciso 2,

prescribe que corresponde al T¡ibunal Constitucional "conocer, e últ¡mat y
definili,¿r instancítt, lds resolucio es denegatorias dictadds en los procesos rle

habeas corpus, anparo, habeas data y accíón de cumplímiento". Esta disposición
constitucional, desde una posición de lianca tutela de los derechos fundamentales,
exige que el Tribunal Constitucional escuche y evalúe los alegatos de quien se

estima amenazado o agraviado en un derecho fundamental. Una lectura diversa
contravendría mandatos esenciales de Ia Constitución, como son el principio de

defensa de la persona humana y el ¡espeto de su dignidad como hn supremo de la
sociedad y del nstado (añículo 1), y "la obse\akcia del debido prcceso y lutela
jutisd¡cc¡ondl. Nínguna persona puede ser desviada de la jur¡sdiccióll
predeterminoda por la ley, ni sometida o procedimiento dist¡nto de los previamenfe
establ¿cidos, ni juzgada por órganos jurisdiccionales de excepción ni por
co¡r1¡siofies espec¡dles cleadas al efeclo cualquiera sed su denomifiación",
consag.ada cn el artículo '139, inciso 3.

6. Como se advierle, a diferencia de lo que acontece e¡ otros países, en los cuales el
acceso a la últina instancia constitücional tiene lugar por la vía del cerÍiordti
(Suprema Corte de los Estados Unidos), en el Peru el Poder Constituyente optó por
un órgano supremo de inte¡pretación de la Constitución capaz de ingresar al fondo
en los llamados procesos de la libertad cuando el agraviado no haya obtenido una
protección de su derecho en sede del Pode¡ Judicial. En otras palabras, si Io quc
está en discusión es la supuesta alnenaza o lesión de Lrn derecho firndamental, se

debe ab¡i¡ la vía conespondiente para que el Tribunal Constitucional pi¡eda
pronuncia¡se. Pero la ape¡1ura de esla aía solo se produce si se permite al
peticionante colaborar co¡ los jueces constitucionales mediante un pormenorizado
análisis de lo quc .e lrctcndc. dc lo que se inr oca.

7. Lo constitucional es escuchar a la parte como concretización de su de¡echo
ir¡enunciable a la defensa; además, un Tribu¡al Constitucional constituye el más
efectivo medio de defensa de los derechos fundamentales frente a los poderes
públicos y privados, lo cual evidencia el triunfo de la justicia ftente a la
a¡bit¡a¡iedad.

EL DERECHO a sER oiDo coMo MANIf[sIACIóN DD LA DEMoCRATTZACTóN DE Los
PRocDsos CoNSTltucIoNALES DE LA LIBERTAD

lw

8. La admiristraciól de justicia constitucional de la libertad que brinda el T¡ibunal
Constitucional, desdc su crcación, es respetuosa, colno coresponde, del derecho de
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defensa iDhcrente a toda persona, cuya ma festación primaria es el derecho a ser
oído con todas las debidas garantías al interior de cualquier proceso en el cual se

de¡erminen sus derechos- intereses ) obligaciones.

9. Precisamente, mi alejamiento respecto a la emisión de uIla resoh¡ción coDstitucional
sin realiza¡se audiencia de vista está relacionado con la defensa, la cual, sólo es

ef'ectiva cua¡do cl justiciable y sus abogados pueden exponer, de manera escrita y
oral, los argumentos peñinentes, concretándose el principio de inmediación que
debe regir en todo proceso constitucional.

10. Sob¡c la inte¡vcnción de las paftes, coresponde señalar que, en tanto que la
polestad de administrar justicia constituye una mánifestación del poder que el
Estado ostenta sobre las persoüas, su ejercicio resulta constitucional cuando se

b¡inda con estdcto respeto de los de¡echos inherentes a todo ser humano, lo que
incluye el derecho a ser oído con las debidas garantías.

12. En ese sentido, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha establecido que el
derecho de defensa "obliga al Estado a fratar al indil,íduo en todo momento como
n ycrdadero sujeto del proceso, en el más amplio sentido de este concepto, y tlo

simplemente como objeto del mismo"t, y qle "para que exista debído proceso legal
es pfeciso que u1l justicieúle pueda hacer t¡aler sus derechos y defender sus
iútereses en fotna efectiw y ek condiciones de igualdad procesal con ottos
justíciables'2.

lvl

11. Cabe añadir que la participación directa de las partes, en defensa de sus intereses,
que se concedc en la audiencia de vista, también constituye un elemento que
democratiza el proceso. De lo contrado, se decidi¡ía sobre la esfera de interés de
una persona sin permitirle alegar lo correspondiente a su favor, lo que resultaría
excluyente y antidemocrático. Además, el Tribunal Co¡stitucional tiene el deber
ineludible de optimizar, en cada caso concreto, las razones, los motivos y los
argumeÍtos que justifican sus decisiones, porque el Tribunal Constitücional se
legitima no por ser un tribunal de justicia, sino por la justicia de sus razones, por
cxpresar de modo suñcie[te las razones de derecho y de hecho relevantes en cada
ca(o quc rc5ucl\ c.

I Corte IDH. Caso Bareto Leiva vs. Venezuela. sentencia del 17 de noviembre de 2009.
párafo 29.

'Cort" IDH. Caso Hilai¡e, Constantine y Benjamin y otos vs. Trinidad y Tobago,
sentencia del 21 dejunio de 2002, prínafo 146.
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NArt RAr.uzA PRocrsar. Dr,:r. RLCuRso D¡t AcRA\'ro CoNsI n ucroNAl,

13. Ei modclo de "instancia de fallo" plasmado cn la Constitución no puede ser
desvirluado por el T bunal Constitucional si l1o es con grave violación de sus

disposiciones. Dicho T¡ibunal es su intérprete supremo, pero no su reformador, toda
vez que como órgano constituido también está sometido a la Constitución.

14. Cuando se aplica a un proceso constitucional de Ia libertad la denominada
"sente[cia interlocutoria", el recurso de agravio constitucional (RAC) pierde su
verdadera esencia juridica, ya que el Tribunal Constitucional no tiene competencia
para "revisar" ni mucho meÍos "recalificar" el recurso de agravio constitucional.

15. De confo¡midad con los a¡tículos 18 y 20 del Código Procesal Constitucional, el
Tribunal Constitucional no "concede" el recurso. Esta es Lu]a competencia de la
Sala Superior del Pode¡ Judicial. Al T bunal lo que le coresponde es conocer del
RAC y pronunciarse sobre el fondo. Por ende, no le ha sido dada la competencia de
rechazar dicho rccurso, sino por el co[hario de "conocer" lo que la parte alega
como un agravio que le causa indefensión.

16. Por otro lado, la "sentencia i¡terlocutoria" establece como supuestos para su
aplicación fórmulas imprecisas y amplias cuyo contenido, en cl mejor de los casos,
requiere ser aclarado, justificado y concretado en supuestos específicos, a saber,
identiilcar en qué casos se aplicaría. No hacerlo, no delinirlo, ni justificarlo,
convierte el empleo de la precitada sentencia en arbitario, toda vez que se podria
afectar, entre otros, el derecho fundamental de defensa, en su ma¡ifestación de ser
oído con las debidas garantías, pues ello daría lugar a decisiones subjetivas y
carentes de predictibilidad, afectando notablemente a los justiciables, qLlienes
tendrían que adivinar qué resolverá el lribunal Constitucional antes de presentar su
respectiva demanda.

17. Por 1o demás, ,nrfatis uutandis, el precedente vinculante contenido en la Sentencia
00987-2014-PA,/TC repite lo señalado por el Tribunal Constitucional en otros
fallos. como en el caso Luis Sánchez Lagomarcino Ramírez (Sentencia 02877-
2005-PHC/TC). Del mismo modo, constituye una reafirmación de la naturaleza
procesal de los procesos constitucioÍales de la libertad (supletoriedad, via previa,
vías paralelas, litispendencia, invocación del derecho constitucional líquido y
oierto, etc.).

18. Sin embargo, el hecho de que los procesos constitucionales de la libertad sean de
una natulaleza procesal distinta a la de los procesos ordinarios no constituye un
molivo para que se pueda desvifuar la esencia principal del recurso de agravio
constitr¡cional.

M
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19. Por tanto, si se tiene e¡ cue¡ta que la justicia en sede constitucional rep¡esenta la
última posibilidad para proteger y repa¡ar los de¡echos fundamentales de los
agmviados, voto a lbvo, de que en el presente caso se convoque a audiencia para la
vista, lo que garantiza que el Tribunal Constitucional, en tanto instancia última y
deñnitiva, sea la adecuada para poder escuchar a las personas afectadas en sus
derechos esenciales cuando I1o encuentrai justicia en el Poder Judicial;
especialmente sj se tienc en cuenta que, agotada la vía constitucional, al justiciable
solo le queda el camino de la jurisdicción intemacional de protección de derechos
hunanos.

20. Como añrmó Raúl Ferrero Rebagliati, "la defensa del de¡echo de u¡o es, al mismo
tiempo, uDa del¡ma total de la Constitución, pucs si toda gamntía constitucional
entraña el acceso a la prestación jurisdiccional, cada cual al defender su derecho
está det¿ndicndo el de los demás y el de la comunidad que resulta oprimida o
e¡vilecida sin la protección judicial auténtica".
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